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	Tentativa de Extorsión

	Ofendido
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	Procedencia:
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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa, contra el fallo de condena proferido el pasado diecisiete (17) de agosto por el Juzgado Promiscuo Municipal de Mistrató, con funciones de conocimiento.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se estableció, que los señores CARLOS BREISON ORTIZ COSSIO y HERMESON ORTIZ OSORIO, el día ocho (8) de abril de 2006, a eso de las 12:00 m., fueron capturados en flagrancia por agentes de la Policía Judicial -Gaula- cuando recibían de manos del señor EDILSON DE JESÚS PÉREZ CONTRERAS (administrador de la finca de la víctima Duque Escobar), sendos paquetes que simulaban dinero producto de una extorsión que venían realizando mediante amenazas de muerte. A la víctima se le había exigido la suma de $60’000.000.oo en efectivo. Los citados se encuentran condenados por ese ilícito según fallo proferido por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.). 
Derivado de esa investigación, se conoció que otra persona de nombre FRANKLIN MÚNERA RODRÍGUEZ había sido partícipe en esos mismos hechos y fue la razón para que se dispusiera orden de captura que fue hecha efectiva. A continuación la Fiscalía le formuló imputación por complicidad en el delito de Extorsión en grado de Tentativa, cargo que aceptó en su primera oportunidad. El Juzgado de Control de Garantías le impuso como medida de aseguramiento la detención preventiva en establecimiento de reclusión.
1.2.- Atendiendo esa aceptación, el asunto pasó al Juzgado del Conocimiento para la realización de la Audiencia de Individualización de Pena y de Sentencia, la que se llevó a cabo el día catorce (14) de agosto próximo pasado. Al verificarse la no trasgresión de derechos y garantías fundamentales, la señora Juez convocó para el proferimiento de sentencia, la cual fue de carácter condenatorio, con imposición de una pena principal privativa de la libertad de seis (6) años de prisión y multa equivalente a 1.250 s.m.l.m.v., como accesoria la inhabilitación de derechos y funciones públicas por seis (6) años y dos (2) meses, sin derecho a subrogado penal alguno.
En su decisión, la señora Juez dispuso que la Fiscalía, por cuerda separada, adelante investigación contra el aquí acusado como presunto coautor en un delito contra el patrimonio económico en concurso heterogéneo con una conducta contra la Seguridad Pública, según información aportada a este averiguatorio. 
1.3.- El señor defensor no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, razón por la cual el expediente se encuentra en esta Corporación para pronunciamiento de segunda instancia.
1.4.- En el transcurso de este trámite, el acusado presentó escrito por medio del cual asegura que no obstante haber aceptado cargos, estima que ha sido mal procesado y que la sentencia proferida en su contra es injusta en atención a la pena impuesta.
2.- El Debate

Lo promueve la defensora de confianza al sostener que la sentencia se equivocó de manera sustancial en contra de su procurado, por varios motivos: 

- Efectivamente se emitió orden de captura en contra de su cliente, empero, tan pronto él supo de esa orden “se presentó voluntariamente”. 

- Se allanó a los cargos imputados, pero eso no fue estimado al momento de señalar la sanción.
- Se dijo en la imputación que los cargos eran en calidad de cómplice; sin embargo, al momento de dosificar la pena la señora Juez concluyó en su sentencia que FRANKLIN NÚMERA debía cumplir seis (6) años de prisión, lo cual va en contra del principio de igualdad porque se olvidó que otras dos personas ya fueron condenadas y recibieron penas muy inferiores a las de su representado (uno de ellos a 47 meses como cómplice y otro a 56 meses como autor). No entiende cómo un cómplice va a recibir una pena mayor a la de un autor, razón por la cual la sentencia es injusta.
- Solicita del Tribunal la revocación del fallo y en su lugar se imponga una pena menor a la estimada en la primera instancia, a cuyo efecto se debe partir del cuarto mínimo y no de los cuartos medios como lo hizo la a quo.
Intervino el señor Fiscal para decir que efectivamente existen otras dos personas condenadas -dos hermanos- y en la investigación que se adelantó se pudo conocer a través de una entrevista privada que un tercer sujeto había tomado parte en el ilícito. Fue esa la razón para haber ordenado su captura y su ulterior vinculación formal a este diligenciamiento. Pasa a tasar la pena que en su criterio es la que realmente corresponde, la cual arroja un monto final de cuarenta y ocho (48) meses, que es el resultado de tomar los cuartos medios y descontar el 50% por acogimiento de los cargos; es decir, una pena muy inferior a la establecida para este procesado en la primera instancia.
3.- La Decisión

Como se observa, el asunto sometido al conocimiento de la Sala, encuentra su razón de ser en la oposición que tienen las partes en cuanto al monto de la dosificación punitiva estipulado por la a quo, dentro de una actuación que culminó por el rito de la terminación anticipada.
Deberíamos entrar haciendo el análisis punitivo de rigor para concluir si en verdad la Juez de instancia se equivocó en su apreciación dosimétrica; sin embargo, la situación nos muestra una problemática más de fondo que es la que está llamada a ser estudiada en primer término.
Nos llama la atención  en el presente asunto, la mezcla indebida que se hizo de dos instituciones que se han considerado separables, independientes y que no es posible mezclar dentro de un mismo procedimiento: nos referimos, de un lado, a la figura del allanamiento unilateral o por iniciativa propia; y de otro, a la figura de los preacuerdos o negociaciones preacordadas, o acuerdo bilateral o consensuado.

Nos preguntamos: ¿aquí ocurrió lo primero, o lo segundo?, y la respuesta que nos surge es que sucedió una mezcla indebida entre las dos. Decimos una mezcla porque el Fiscal inicialmente imputó a FLAKLIN MÚNERA la autoría en el delito de Tentativa de Extorsión (así se extrae de una revisión detenida de los registros de la audiencia preliminar de imputación), pero dentro del mismo acto cedió a las pretensiones del procesado y varió la imputación hacia una simple complicidad. Eso, que hasta ese momento se veía como una negociación en la cual ambas partes estaban cediendo algo de sus pretensiones (la Fiscalía disminuyendo el cargo de autoría a complicidad y el procesado aceptado a cambio su responsabilidad), quedó inexplicablemente al final de la susodicha audiencia, no como una negociación o transacción, sino como una aceptación simple y llana que iría a generar adicional e indebidamente un descuento del 50% de la pena, lo que por supuesto, a juicio del Tribunal, resulta totalmente indebido por lo que a continuación se explica:

Es de prioritario entendimiento, que la principal obligación de las partes tanto por respeto al principio de lealtad como de cara a una adecuada presentación que de la negociación se hace ante el Juez del conocimiento, es enseñar lo jurídicamente relevante tal cual se extrae de la evidencia legalmente obtenida, y a partir de allí indicarle al Juzgador qué hace parte del acuerdo. Es abiertamente contrario a esa lealtad, por ejemplo: dejar de mencionar la existencia de una agravante, para presentar el caso como una conducta simple y pura, y de ahí empezar a desmembrar lo correspondiente a una negociación, porque esa forma de proceder iría en detrimento de la prohibición de obtener pluralidad de beneficios en el tema de la negociación como lo consagra expresamente el artículo 351.2 de la misma codificación cuando expresa: “También podrá el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo”
De igual modo, es contrario a esos principios, el hecho de que la Fiscalía presente el caso como ejecutado en grado de complicidad, cuando la prueba está indicando una coautoría, y a partir de esa presentación equivocada, se dé lugar a la aceptación simple y pura. Esto último y no otra cosa, fue lo que ocurrió en este evento, que a no dudarlo, repetimos, resulta algo censurable e indebido.
Si se mira bien, no tiene explicación el hecho de que la Fiscalía diga en un comienzo de su intervención, que cuenta con prueba suficiente para atribuir la autoría en un delito, y a renglón seguido la cambie a una mera complicidad. Esa variación sólo se puede justificar, como se dijo, si media una negociación, pero no es admisible como una mera liberalidad de quien ostenta el deber constitucional de acusar. 

Así las cosas, el caso permitía sólo una de estas tres opciones, pero no una mezcla como aquí sucedió: La primera solución admisible habría sido, que el Fiscal se mantuviera en el cargo como autor de Tentativa de Extorsión y el imputado aceptara ese cargo en forma libre, conciente y voluntaria, en cuyo caso, se le reduciría la pena hasta en la mitad. Una segunda opción admisible, sería que el Delegado Fiscal, en aras de llegar a una transacción, degradara el cargo de autor a cómplice y a cambio hubiera recibido la aceptación de responsabilidad por parte del imputado; negociación que se haría consignar en esos términos para que el Juez de conocimiento fallara de conformidad, obviamente, sin derecho al descuento adicional del 50% porque de conformidad con el ya citado artículo 351.2, la degradación de autor a cómplice se entendía como suficiente. Y, finalmente, una tercera opción, que el procesado no se allanara a los cargos, que tampoco se hubiera llegado a un acuerdo o negociación, en consecuencia, el procedimiento seguiría su trámite normal a la espera del respectivo juicio.
El problema a dilucidar ahora es: ¿hay lugar a anular lo actuado para exigir su corrección? En principio, la Sala sería partidaria de que así se obrase con el fin de hacer respetar la legalidad de este procedimiento, pues de por medio está la trasgresión a una expresa prohibición normativa como quiera que MÚNERA RODRÍGUEZ salió indebidamente beneficiado con todo esto, pues no sólo se le degradó el cargo de autor a cómplice, sino que se le concedió más a más un sustancial descuento de la mitad de la pena a imponer.

Pero ocurre, que esa intención no puede materializarse en este momento procesal por respeto al principio constitucional de la no reformatio in pejus. Sucede, que la autoridad judicial llamada a impedir esa anomalía, era la señora Juez de primera instancia en el momento de ejercer el control de legalidad a ese acuerdo y no lo hizo. A su turno, también tenía la posibilidad de solicitar la corrección del yerro el Ministerio Público, pero tampoco actuó en este caso para impedir que se desconociera la legalidad. La única parte que recurrió la sentencia, fue la Defensa, es decir, que en este momento tiene la condición de única interesada en que la sentencia sea reformada, pero a favor, nunca en contra, por supuesto.
Como se recordará, ha sido amplia la polémica que a nivel jurisprudencial se ha dado entre los dos principios de raigambre constitucional: legalidad vs. reformación peyorativa, y se observa que hoy por hoy se da mayor relevancia a ésta última por sobre la primera. 
La Corte Constitucional ha conservado una línea jurisprudencial uniforme en cuanto a dar primacía a la prohibición de reforma en perjuicio del apelante único por sobre la legalidad; en tanto, observa el Tribunal, la Sala Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia ha venido dando un giro progresivo también a favor de la no refomatio in pejus, al sostener que este principio va indefectiblemente ligado a los límites que tiene el Juez de segundo grado para decidir, de manera que, cuando una parte interesada recurre, sólo puede esperar a cambio, si no algo a su favor, por lo menos no en contra de su pretensión. Incluso, el tema ha llegado a tocar la frontera de la argumentación, pues se afirma, que el Juez de segundo grado no debe introducir motivaciones ajenas a lo que es objeto del debate. Observemos, grosso modo, lo que ha sido ese trasegar jurisprudencial:
Inicialmente se presentaron salvamentos de voto que introducían ideas tales como las siguientes:

Si la prohibición de la reformatio in pejus forma parte del principio de legalidad, si es debido proceso, si es garantía jurisdiccional, es claro, entonces, que no puede haber pugna o conflicto entre principio de legalidad y principio de prohibición de la reformatio in pejus. Por eso no es político ni jurídico decir que uno es más importante que el otro. Los dos, como muchos otros axiomas y postulados, buscan lo mismo, siguen la misma ruta, convergen al mismo punto (Salvamento de Voto del Dr. Pérez Pinzón a decisión del 11 de Diciembre de 2003, proceso radicado al No 18.585).
En este sentido me parece pertinente reiterar que en la apelación y el recurso extraordinario, la competencia del ad quem y del Juez de Casación tiene carácter limitado en cuanto sólo puede revisar aquellos aspectos que son objeto de impugnación y sobre los cuales el impugnante persigue un pronunciamiento favorable a sus intereses.
(…)
No puede perderse de vista que la prohibición de la reforma en peor impuesta por el ordenamiento constitucional (art..31 de la C.P.) y legal (art. 204 del C.P.P.) al Juez de segunda instancia y a la Corte (art. 215), no sólo no admite excepciones sino que limita su competencia al pronunciamiento sobre los aspectos objeto de impugnación y en lo que pueda ser desfavorable al condenado cuando éste actúa como recurrente único.

Tampoco ha de olvidarse que frente a una sentencia violatoria del principio de legalidad de los delitos o de las penas, corresponde al Ministerio Público y la Fiscalía, como representantes de los intereses legítimos del Estado o de la Sociedad, ejercer el derecho de impugnación que el ordenamiento les confiere, sin que el Juez de segunda instancia, o el de casación, puedan actuar ex officio y sin ninguna limitación para propiciar una revisión integral de lo ya resuelto. Con dicho proceder, resulta desconocido el carácter rogado y, por tanto, limitado de los recursos, y se quebranta el principio de igualdad de los intervinientes en la actuación ya que de este modo se suple la inactividad de las partes que de manera implícita han mostrado conformidad con las decisiones del fallo de primera o de segunda instancia, según el caso. (Salvamento de Voto del Dr. SOLARTE PORTILLA a la misma decisión del 11 de Diciembre de 2003, proceso radicado al No 18.585).

Esos pensamientos, fueron posteriormente adoptados por la H. Corte Suprema como posición mayoritaria, según quedó expresamente consignado en la Sentencia de Casación de fecha dieciocho (18) de Mayo de 2005, M.P. Dr. GÓMEZ QUINTERO, en los siguientes términos:
Ahora bien, una comprensión que se acople a un sistema de tendencia acusatoria como el establecido en la Ley 600 de 2000, un examen del principio de no agravación que prevé el artículo 215 de la misma y un análisis de la limitación de la casación y de la oficiosidad que se faculta a la Corte no pueden sino conducir a replantear tal posición en aras de modular y acompasar la aplicación de los principios de legalidad y el de prohibición a la reforma en perjuicio.
(…)
En ese orden, cuando una sentencia amenaza o infringe el ordenamiento legal en desmedro de los intereses del Estado o de la sociedad misma, es a la Fiscalía o al Ministerio Público a quienes atañe la restauración del régimen legal vulnerado por vía del ejercicio de los correspondientes medios de impugnación, ordinarios o extraordinarios, sin que le sea dable al Juez –a riesgo de derruir la estructura del sistema- asumir oficiosamente las labores que sólo a aquellos conciernen.
A continuación, y en aplicación a lo sostenido por la Corte Constitucional en sentencia T-082 de 2002, M.P. ESCOBAR GIL, concluye:

[…] de manera que aún hipotéticamente en el caso de que ninguno de los sujetos procesales recurriere la sentencia del a quo, con todas las falencias que pueda acusar ella haría tránsito a cosa juzgada.
Así las cosas, la Sala variará su tradicional y mayoritaria posición para adoptar la tesis explicada a lo largo de esta providencia, esto es, la del respeto pleno de la prohibición a la reforma en peor cuando el condenado sea recurrente único, desde luego que conservando plana validez y aplicabilidad la amplitud que de este concepto ha adoptado la jurisprudencia conforme se explicaba folios atrás.
En esa misma decisión, la Sala Penal observa que la nueva legislación gradualmente vigente en el país (art. 20 L. 906/04) “amplía mucho más el espectro y alcance de la prohibición”, esto es, la refuerza en sus alcances limitativos.

Y para consolidar aún más esa postura mayoritaria, como lo habíamos anunciado, la alta Corporación de Justicia incorporó en reciente fallo del catorce (14) de marzo de 2006, M.P. Dr. PÉREZ PINZÓN, Radicación 24.052, un criterio adicional de restricción, consistente en que el ad quem no debe introducir razones argumentativas extrañas a lo que ha sido objeto del recurso. Textualmente se expresó:
Si uno de los pilares en los que descansa la prohibición de reforma peyorativa es el principio que se expresa en la fórmula tantum devolutum queantum appelatum
, que impone como obligatoria la sustentación del recurso de apelación al punto que no hacerlo implica forzosamente que la impugnación se declare desierta, es claro que el superior no puede pronunciarse sino sobre lo que es materia de discusión.
Y como el recurso no se limita a solicitar una determinada decisión sino que debe indicar las razones por las que la petición ha de ser atendida, a esos dos aspectos se debe reducir el pronunciamiento del  ad quem porque de lo contrario excedería la competencia que deriva de la inconformidad del recurrente, circunscrita al contenido del reclamo.
Estos parámetros, aceptados sin discusión en la teoría del proceso y con mayor arraigo en un sistema que pretende ser de partes, fueron desconocidos en esta actuación por el Tribunal Superior de Bogotá que, (…) excedió su competencia para atender la segunda petición pero no por la razón aducida por el impugnante, sino por otra que hasta entonces no había sido expuesta por ninguno de los intervinientes ni por el a quo, sorprendiendo inclusive al propio recurrente (…).

Si aplicamos esa línea jurisprudencia al caso puesto de presente, la conclusión es la siguiente: Existió un error en la primera instancia consistente en avalar una terminación anticipada en términos que son contrarios al espíritu de la nueva codificación. Ese error no fue advertido por la señora Juez en su deber de control que le fue asignado; empero, ninguna de las partes interesadas, en particular el Ministerio Público, hizo uso de sus facultades constitucionales para superar el error a través de los recursos. El citado acuerdo fue aprobado en esos términos y sobre este punto específico nada se dice por parte de los ahora recurrentes pues lo consideran asunto superado acerca del cual todos estuvieron de acuerdo. Así las cosas, hay que entender que la materia que admitía alguna controversia, es ya res iudicata e impide al Tribunal como Juez de segundo grado penetrar en esa esfera haciendo un pronunciamiento en tema que ninguno de los interesados le ha solicitado revisar por este recurso vertical.

Sólo queda por tanto, un llamado de atención a los funcionarios públicos que han intervenido en esta actuación (Juez, Fiscal y Ministerio Público), para que hacia el futuro ejerzan el poder correctivo propio de sus funciones en aras de precaver este tipo de desafueros.
Entrando ahora sí a lo que es materia de impugnación -la dosificación punitiva-, tenemos que fue mayúscula la equivocación en la que incurrió la sentenciadora al momento de estimar la pena a imponer. Y lo fue por múltiples factores:
1.- Partió de los cuartos medios bajo el entendido de que existían circunstancias de mayor punibilidad, cuando en realidad aquí no existen circunstancias de mayor punibilidad, lo que existe es una causa específica de agravación para el delito de Tentativa de Extorsión, que es algo diferente; concretamente, la contemplada en el numeral tercero del artículo 245 del Código Penal.
Confunde la señora Juez, las circunstancias específicas de agravación que modifican los límites punitivos, con las circunstancias genéricas de agravación, hoy conocidas como de mayor punibilidad, que no alteran esos límites, sino que sirven para encontrar los cuartos aplicables precisamente dentro de los límites punitivos en abstracto.
Se incurre en una violación al principio non bis in idem, cuando se vuelve a tomar una circunstancia específica (art. 245.3 C.P.) que sirvió para establecer la cifra inferior y la cifra superior aplicable al delito, para efectos de fijar el cuarto dentro de esos límites. Y es así porque una misma circunstancia de agravación, no puede ser tomada doblemente, primero como específica y posteriormente como genérica. Eso fue lo ocurrido en este caso y por lo mismo la situación amerita la condigna corrección por parte de este Tribunal, por ser precisamente el tema objeto del recurso. 
2.- Es esencial, por supuesto, que quien dosifica la pena haga explícitos los argumentos que se tienen para no partir del mínimo, por cuanto, la motivación que se haga debe tener en consideración lo vertido en el pliego acusatorio, exigencia que se deriva del principio de congruencia íntimamente ligado al derecho de defensa, al igual que tener como norte lo establecido en los artículos 60 y 61 del estatuto punitivo, normas que sirven de guía al poder discrecional reglado que ostenta el Juez en su tarea de ajustar la pena al merecimiento del caso concreto.
Para el asunto que se juzga, indudablemente, hay necesidad de tomar en consideración los parámetros que orientan la dosificación para el moderamen de la complicidad, porque se trata de un dispositivo amplificador que exige analizar la importancia del aporte, situación que significa a su vez, que el cómplice no debe tener el mismo merecimiento de pena que el autor. La crítica que hace la defensa en este sentido es totalmente comprensible.
Teniendo en consideración lo aquí anunciado, la tasación de pena que se considera ceñida a los cargos imputados, es la siguiente:

No ofrece reparo alguno el cálculo de los límites punitivos realizado en la instancia, dentro del cual se partió de la pena establecida para el delito de extorsión (art. 244 C.P.) y se tuvo en cuenta la circunstancia de agravación contenida en el numeral 3º del artículo 245 (obrar mediante amenaza de muerte), así como las respectivas disminuciones por cuenta de los dispositivos amplificadores del tipo: complicidad (art. 30) y tentativa (art. 27). En ese orden de ideas, hubo acierto por parte de la señora Juez al determinar los respectivos cuartos punitivos, aunque no en la elección de los mismos para efectos de hacer la dosificación -como se dirá más adelante-. Esos cuartos quedan de la siguiente manera:

	Mínimo
	Primer Medio
	Segundo Medio
	Máximo

	48m – 96 m
	96 m 1 d – 144m
	144 m 1 d – 192 m
	192 m 1 d – 240 m


Como no se observa ninguna circunstancia genérica de mayor punibilidad (art. 58), pero si una genérica de menor (art. 55), por virtud de la ausencia de antecedentes, es imperativo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61, señalar el cuarto mínimo para establecer la respectiva pena.
Para determinar el monto pertinente de la sanción, la Sala acoge lo esbozado en el fallo recurrido, en cuanto que el móvil que inspiró al acusado fue el resentimiento por no habérsele cancelado las prestaciones laborales cuando dejó de trabajar en predio rural de propiedad de la víctima (persona que le había brindado empleo y confianza); por demás, no sólo se alteró la tranquilidad de una persona, sino de las respectivas familias de éste y del mayordomo de la finca. En esas condiciones, debe alejarse el Tribunal ostensiblemente del extremo mínimo y señalar una pena de noventa y cuatro (94) meses de prisión, a la cual, finalmente, se le disminuirá la mitad, tal como se realizó en la instancia. Así las cosas, la pena definitiva que debe purgar el señor MÚNERA RODRÍGUEZ será la de cuarenta y siete (47) meses de prisión; sanción que coincide con la estipulada en el fallo proferido por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, para el otro copartícipe, Carlos Breison Ortiz Cossio, a quien se le atribuyó el hecho también en calidad de cómplice, esto es, inferior a la impuesta a quien se consideró autor, Hemerson Ortiz Cossio.
Realizado igual procedimiento respecto de la pena principal de multa, la misma se fija en setecientos treinta y cuatro (734) s.m.l.m.v.
La sanción accesoria, de inhabilitación de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad.

La cantidad punitiva impuesta, impide la concesión de subrogado de ejecución condicional de la pena, por superarse el factor objetivo para gozar de tal beneficio.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo objeto de recurso, pero lo MODIFICA al señalar que las penas principales que se imponen al señor FRANKLIN MÚNERA RODRÍGUEZ serán las de cuarenta y siete (47) meses de prisión y multa por 734 s.m.l.m.v. La sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad. No es acreedor el señor MÚNERA RODRÍGUEZ a la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Tanto se apela, tanto se devuelve. Lo que no ha sido impugnado, no puede ser fallado de nuevo.
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